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Concepto 5459
Según lo dispuesto en los artículos 40.6, 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, rindo concepto sobre la demanda presentada por el ciudadano Giovanni Rafael Decola Vásquez contra un aparte del Código Civil, cuyo texto se transcribe a continuación, con lo demandado en negritas: 
ARTICULO 47. Afinidad legítima es la que existe entre una persona que está o ha estado casada y los consanguíneos legítimos de su marido o mujer. La línea o grado de afinidad legítima de una persona con un consanguíneo de su marido o mujer, se califica por la línea o grado de consanguinidad legítima de dicho marido o mujer con el dicho consanguíneo. Así un varón está en primer grado de afinidad legítima, en la línea recta, con los hijos habidos por su mujer en anterior matrimonio; en segundo grado de afinidad legítima, en la línea transversal, con los hermanos legítimos de su mujer. 

1. Planteamiento de la demanda.
El actor considera que la expresión demandada vulnera los artículos 1°, 4°, 13, 15, 19, 40 (numerales 1 y 7) y el artículo 53 de la Constitución Política. Como fundamento de su demanda, luego de hacer una serie de referencias y apreciaciones sobre la Ley 57 de 1887, el Código de Derecho Canónico, la Ley 50 de 1942 y la misma Constitución Política, particularmente su artículo 42, aduce que “[e]ra obvio que el legislador de esa época (mayo de 1873, cuando se sancionó el Código Civil, aunque entró en vigencia en 1887), introdujera la afinidad legítima a perpetuidad, pues, siendo su causa el matrimonio, el cual era ‘indisoluble y para toda la vida’, tenía su razón de ser, dicha figura jurídica […] Pero hoy en día, en donde ha desaparecido de nuestra legislación la ‘indisolubilidad y perpetuidad del matrimonio’, como consta en el mismo artículo 113 de nuestro Código Civil […] resulta incomprensible mantener a perpetuidad el parentesco por afinidad ante la disolución matrimonial”. 

En este sentido, el actor considera que dado que “Colombia ya no es un Estado confesionalmente católico, como lo era en la época donde tiene origen su génesis la norma acusada, sino que por el Contrario es un Estado Social de Derecho, democrático, participativo, pluralista, fundado en el respeto a la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que lo integran y en la prevalencia del interés general […;] resulta que dicha norma transgrede nuestro primer artículo superior al no tener en cuenta el interés general, sino a lo dispuesto en una norma inescindiblemente ligada al espíritu del querer de un sacramento religioso que pregona la existencia del vínculo matrimonial ‘para toda la vida’, lo que contradice lo ordenado en nuestra legislación que establece la disolución del matrimonio por muerte real o presunta de uno de los cónyuges, por sentencia debidamente ejecutoridada que declare su nulidad y por divorcio”. 

Con relación al artículo 4° Superior, señala que la expresión demandada contradice la cláusula de supremacía constitucional, ya que el inciso 11 del artículo 42 establece que “los efectos civiles de todo matrimonio cesarán con el divorcio”. En este sentido, manifiesta que “[s]ería risible que quien se haya casado diez veces, por ejemplo, tenga diez suegros y diez suegras e infinidad de cuñados, manteniéndose una ficción legal de seguir haciendo parte de una familia, cuando en realidad ese vínculo se encuentra disuelto”. 

En lo que tiene que ver con el principio-derecho a la igualdad, establecido en el artículo 13 Superior, el accionante sostiene que son conocidos “los efectos relevantes del parentesco por afinidad, en nuestro ordenamiento jurídico”, a partir de los cuales concluye que “en algunos casos, [se podría vulnerar] el derecho fundamental a la igualdad, cuando se mantienen restricciones a elegir y ser elegido a ocupar un cargo público, a quien ya no tiene ningún vínculo matrimonial, pero persiste el parentesco por afinidad, con los consanguíneos de su anterior cónyuge, el cual sería[,] al tenor de lo normado en el artículo 47 del Código Civil, vitalicio”. De igual forma, advierte que “[t]an absurda sería mantener vigente dicha norma, que hoy por hoy, no existe ningún impedimento para un nominador nombrar [sic] en un cargo público a su excónyuge, pero si existe para nombrarle a alguno de los parientes en primero o segundo grado de consanguinidad, es decir, con quien mantiene parentesco de afininad. Lo cual hace que la norma sea desproporcional”. Incluso, agrega que por las razones anotadas con la expresión demandada “el legislador sin quererlo, también estaría premiando las uniones de hecho, resultando más beneficio optar por el camino del concubinato o uniones de hecho, que por el matrimonio”.

Respecto del artículo 15 constitucional, en donde se reconoce el derecho al buen nombre y a la intimidad personal y familiar, el actor afirma que “[n]o [s]e imagin[a] a un ciudadano [que se haya] casado y divorciado ene veces, tenga  que estar predicando todos sus parientes afines desde su primer matrimonio, cada vez que tenga que cuidarse de no incurrir ni hacer incurrir en impedimentos a un servidor de Estado”. Agrega que esta situación, por ejemplo, ya fue solucionada en el inciso 2° del parágrafo 1° del artículo 80 de la Ley 1993, modificado por el artículo 18 de la Ley 1150 de 2007, en donde se dispone que “[e]n las causales de inhabilidad por parentesco por matrimonio, los vínculos desparecen por muerte o disolución del matrimonio”. 

Así mismo, el actor también considera que la norma demandada vulnera la libertad de cultos, la libertad de pensamiento y la libertad de conciencia, establecidas, en su opinión, en los artículos 19 y 20 Superiores, pues aduce que “hay confesiones religiosas que consideran que el matrimonio puede disolverse no sólo por la Voluntad de Dios, sino también del hombre, y el hecho de mantener los efectos a perpetuidad del parentesco político atenta contra lo profesado por dicha confesión. Así como también la libertad de conciencia de quienes creemos que con el hecho de disolverse el vínculo matrimonial, también cesa la afinidad”. A lo que también agrega que “una vez roto el vínculo matrimonial, muchas veces la enemistad reluce a veces incomensurable, con los parientes afines”. 

En lo atinente a los numerales 1° y 7° del artículo 40 constitucional, en donde se dispone que todo ciudadano tiene derecho a “elegir y ser elegido”, así como a “acceder al desempeño de funciones y cargos públicos”, así como al artículo 53 Superior, relativo a la obligación del Congreso de la República de proferir un Estatuto del trabajo y algunos derechos de los trabajadores, el actor considera que la expresión de la norma demandada “podrá” atentan contra estos derechos, “al poder incidir en que un ciudadano no pueda elegir o ser elegido o a [sic] ocupar un cargo público, en razón de un parentesco que sólo sería una ficción legal, así como se atentaría con el artículo 53 de la misma, que establece el trabajo como un derecho”. 

Finalmente, luego de indicar algunos ejemplos sobre la manera en que se ha tratado el parentesco por afinidad en las legislaciones de otros países; de manifestar que, en su opinión, “la única razón de ser de mantener el parentesco de afinidad a perpetuidad está contenido en el numeral 10 del Artículo 140 del Código Civil, que declara como causal de nulidad del matrimonio, cuando este se ha contraído por personas que están entre sí en primer grado de la línea recta de la afinidad legitimidad […] con el fin evitar un matrimonio reprochable éticamente ante la sociedad” y “el parentesco de afinidad o parentesco político a perpetuidad, carece hoy en día de sentido, en la aplicación de sus efectos a otros textos normativos”; de hacer alusión a la manera cómo algunos medios de comunicación se han referido a la relación entre algunos personajes públicos y las familias de las personas con que estuvieron casadas─; y de concluir que “toda norma jurídica debe gozar no solo de legalidad, sino de legitimidad, es decir, además de provenir de autoridad competente y con las ritualidades propias de su formación, debe guardar conformidad, no solo con los principios y normas constitucionales, sino también con los principios y costumbres de la sociedad”; el actor solicita a la Corte declarar inexequible la expresión demandada.          
2. Problema jurídico.

Corresponde establecer si, al prever que existe afinidad legítima entre una persona que “ha estado” casada y los consanguíneos de su marido o mujer, el artículo 47 del Código Civil vulnera las clausula de Estado Social de Derecho y la clausula de supremacía de la Constitución, así como el principio-derecho a la igualdad, el derecho a la intimidad personal y familiar, la libertad de cultos, el derecho de los ciudadanos a ser elegir, ser elegidos y ocupar cargos públicos, y los derechos de los trabajadores, establecidos en los artículos 1°, 4°, 13°, 15°, 19°, 40 (numerales 1° y 7°) y 53 de la Constitución Política.  

3. Análisis jurídico.

De manera reiterada la Corte ha explicado que, como se desprende directamente de lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 241 Superior, así como del artículo 2° del Decreto 2067 de 1991, y como también lo ha desarrollado in extenso la Corte Constitucional en su jurisprudencia, las demandas de constitucionalidad deben cumplir con unos requisitos sustanciales mínimos. 

Así, en la tantas veces citada Sentencia C-1052 de 2001, la Sala Plena de esta Corporación sostuvo que, además de identificar el objeto de su demanda, esto es, “el precepto o preceptos jurídicos que, a juicio del actor, son contrarios al ordenamiento constitucional”, como es en este caso la expresión demandada “o ha estado”, el actor constitucional debe también exponer “las razones por las cuales [….] considera que el contenido de una norma constitucional resulta vulnerado por las disposiciones que son objeto de  la demanda”, señalando “las normas constitucionales que se consideren infringidas”, manifestando “qué elementos materiales del texto constitucional son relevantes y resultan vulnerados por las disposiciones legales que se impugnan” y presentando “las razones por las cuales los textos normativos demandados violan la Constitución”.

De manera todavía más específica, la Corte ha precisado que las razones en que se sostiene una demanda de constitucionalidad deben ser claras, ciertas, específicas, pertinentes y suficientes, y explicado en que consiste cada una de estas características o condiciones. Sin embargo, atendiendo precisamente  a estas explicaciones, el Ministerio Público considera que la demanda de constitucionalidad sub examine no cumple con estos requisitos, tal y como pasa a explicarse. 

En primer lugar, mientras en la sentencia citada se explica que una demanda de constitucionalidad se fundamenta en razones ciertas cuando recae “sobre una proposición jurídica real y existente “y no simplemente [sobre una] deducida por el actor, o implícita” e incluso sobre otras normas vigentes que, en todo caso, no son el objeto concreto de la demanda”, en el presente caso se advierte que el actor dirige principalmente sus reproches no contra lo que la norma explícitamente dice, que existe afinidad legítima “entre una persona que […] ha estado casada y los consanguíneos legítimos de su marido o mujer” (se subraya la expresión demandada), sino contra lo que él subjetivamente considera que supuestamente es el fundamento de esta disposición, y es la idea de que el matrimonio es indisoluble y, particularmente, que así lo establece el Código de Derecho Canónico. 

Así, en lugar de hacer una “confrontación del texto constitucional con una norma legal que tiene un contenido verificable a partir de la interpretación de su propio texto”, como en la citada sentencia se explica que lo exige el ejercicio de la acción pública de constitucionalidad, en la demanda sub examine el actor aduce que la norma demandada “inescindiblemente [está] ligada al espíritu del querer de un sacramento religioso que pregona la existencia del vínculo matrimonial ‘para toda la vida’, lo que contradice lo ordenado en nuestra legislación que establece la disolución del matrimonio por muerte real o presunta de uno de los cónyuges, por sentencia debidamente ejecutoriada que declare su nulidad y por divorcio”, a pesar de que la norma demandada no se refiere en forma alguno a sacramento o religión alguna.

En segundo y tercer lugar, mientras en la jurisprudencia constitucional también se ha precisado, entre otras, en la Sentencia C-1052 de 2001, que las razones en que se fundamenta una demanda de constitucionalidad deben ser específicas y pertinentes, es decir, deben definir “con claridad la manera como la disposición acusada desconoce o vulnera la Carta Política a través “de la formulación de por lo menos un cargo constitucional concreto contra la norma demandada” y, así efectivamente deben demostrar “una oposición objetiva y verificable entre el contenido de la ley y el texto de la Constitución Política” y no pueden tratarse de argumentos “vagos, indeterminados, indirectos, abstractos y globales” que no se relacionan concreta y directamente con las disposiciones que se acusan”; y, así mismo, que estas razones deben constituir un reproche de naturaleza constitucional, es decir, “fundado en la apreciación del contenido de una norma Superior que se expone y se enfrenta al precepto demandado” y no en “consideraciones puramente legales y doctrinarias […en los] puntos de vista subjetivos en los que ‘el demandante en realidad no está acusando el contenido de la norma sino que está utilizando la acción pública para resolver un problema particular, como podría ser la indebida aplicación de la disposición en un caso específico’ [… o en meros análisis de conveniencia  […a partir de los cuales se califica la norma demandada] ‘de inocua, innecesaria, o reiterativa’ a partir de una valoración parcial de sus efectos”; en la demanda sub examine el actor pretende que la Corte declare inexequible una norma demandada únicamente porque él:

(i) Considera que “[s]ería risible que quien se haya casado diez veces, por ejemplo, tenga diez suegros y diez suegras e infinidad de cuñados, manteniéndose una ficción legal de seguir haciendo parte de una familia, cuando en realidad ese vínculo se encuentra disuelto”; 

(ii) Supone que “en algunos casos, [se podría vulnerar] el derecho fundamental a la igualdad, cuando se mantienen restricciones a elegir y ser elegido a ocupar un cargo público, a quien ya no tiene ningún vínculo matrimonial”; 

(iii) Deduce que “el legislador sin quererlo, también estaría premiando las uniones de hecho, resultando más beneficio optar por el camino del concubinato o uniones de hecho, que por el matrimonio”; 

(iv) No se puede imaginar “a un ciudadano [que se haya] casado y divorciado ene veces, tenga  que estar predicando todos sus parientes afines desde su primer matrimonio, cada vez que tenga que cuidarse de no incurrir ni hacer incurrir en impedimentos a un servidor de Estado”;

(v) Advierte que “hay confesiones religiosas que consideran que el matrimonio puede disolverse no sólo por la Voluntad de Dios, sino también del hombre” y cree “que con el hecho de disolverse el vínculo matrimonial, también cesa la afinidad”; 

(vi) Considera que “una vez roto el vínculo matrimonial, muchas veces la enemistad reluce a veces inconmensurable, con los parientes afines”; 

(vii) Cree que la norma demandada podría “incidir en que un ciudadano no pueda elegir o ser elegido o a [sic] ocupar un cargo público, en razón de un parentesco que sólo sería una ficción legal, así como se atentaría con el artículo 53 de la misma, que establece el trabajo como un derecho”; y 

(vii) Concluye “el parentesco de afinidad o parentesco político a perpetuidad, carece hoy en día de sentido, en la aplicación de sus efectos a otros textos normativos”, entre otros. 

Finalmente, mientras de conformidad con lo sentando en la Sentencia C-1052 de 2001, entre muchas otras, la Corte ha manifestado que una demanda de constitucionalidad presenta razones suficientes cuando contiene “todos los elementos de juicio (argumentativos y probatorios) necesarios para iniciar el estudio de constitucionalidad respecto del precepto objeto de reproche” y presenta “argumentos que, aunque no logren prime facie convencer al magistrado de que la norma es contraria a la Constitución, si despiertan una duda mínima sobre la constitucionalidad de la norma impugnada, de tal manera que inicia realmente un proceso dirigido a desvirtuar la presunción de constitucionalidad que ampara a toda norma legal y hace necesario un pronunciamiento por parte de la Corte Constitucional”; en el caso de la demanda sub examine, y contrario a lo concluido por el entonces Magistrado Sustanciador en el Auto del 29 de agosto de 2012, se encuentra que el actor no ofrece argumentos suficientes para despertar siquiera una duda mínima sobre la exequibilidad de la expresión demandada que justifique la activación de la jurisdicción constitucional.

Lo anterior pues, además de que prima facie resulta imposible concluir que exista una contradicción entre la expresión demandada y las normas constitucionales invocadas, esta tampoco puede demostrarse a partir de meras narraciones históricas, o de la referencia a otras normas legales o al tratamiento que se da al asunto en cuestión en ordenamientos jurídicos extranjeros, como pretende hacer el acto en la demanda sub examine.   
4. Conclusión.
En razón de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte que se declare INHIBIDA para pronunciarse sobre la expresión “o ha estado”, contenida en el artículo 47 del Código Civil por ineptitud sustancial de la demanda.
De los Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación
LJMO/ABG
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